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P R E S E N T E: 

 

  HONORABLE ASAMBLEA: 

María Cristina Contreras Rebollo, en mi carácter de Diputada integrante 

de la Fracción Parlamentaria del Partido MORENA en la XVII Legislatura al 

Honorable Congreso del Estado de Baja California Sur, con fundamento en 

las facultades que me confieren los artículos 57, fracción II, de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California Sur, y 

100, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Baja 

California Sur, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea la 

siguiente: INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO, MEDIANTE LA 

CUAL SE REFORMAN, DEROGAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA 

LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR 

con base en la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia exige 

reconocer que no basta con que la ley declare derechos, establezca 

principios o contemple mecanismos de protección, si en la práctica existen 

barreras que impiden a determinadas mujeres acceder efectivamente a 

ellos. Una ley puede ser formalmente avanzada, pero si una mujer no puede 

comprender la información que se le proporciona, si no puede comunicarse 

adecuadamente con la autoridad, si no cuenta con formatos accesibles, si 

no recibe apoyos para denunciar, si no se le brinda una atención adaptada 
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a sus condiciones particulares, entonces el derecho existe en el papel, pero 

no necesariamente en la realidad. 

Esta iniciativa parte de una premisa fundamental: el acceso de las mujeres 

a una vida libre de violencia debe ser real, efectivo y alcanzable para todas. 

No puede depender de que la víctima escuche, vea, lea, se desplace, 

comprenda o se comunique bajo los mismos parámetros que el resto de la 

población. Las mujeres con discapacidad enfrentan una doble condición de 

vulnerabilidad frente a la violencia: por razón de género y por las barreras 

físicas, comunicacionales, institucionales y sociales que todavía persisten 

en los servicios públicos, en los mecanismos de denuncia, en la atención 

jurídica y psicológica, y en las órdenes de protección. 

Por ello, la presente propuesta tiene como finalidad incorporar 

expresamente en la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia para el Estado de Baja California Sur los principios y conceptos de 

accesibilidad, ajustes razonables y comunicación accesible, así como 

establecer su aplicación en los servicios de atención y en las órdenes de 

protección. No se trata de crear una obligación ajena al sistema jurídico 

mexicano; se trata de armonizar la legislación estatal con estándares 

constitucionales, convencionales y legales ya vigentes, para cerrar un vacío 

normativo que afecta de manera directa a las mujeres con discapacidad. 

En el plano internacional, la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad representa el instrumento más importante en la materia, 

al reconocer que la discapacidad no debe entenderse únicamente como una 

condición individual, sino como el resultado de la interacción entre las 

personas y las barreras del entorno que impiden su participación plena y 

efectiva en la sociedad. Bajo este modelo, el problema no está en la 

persona, sino en las barreras que el Estado y la sociedad no han eliminado. 

Esta visión transforma por completo la obligación pública: ya no se trata de 

asistir desde una lógica de caridad, sino de garantizar derechos desde una 

lógica de igualdad, autonomía y dignidad. 

La accesibilidad, conforme a dicho estándar internacional, no es un favor ni 

una facilidad opcional. Es una condición necesaria para el ejercicio de los 

derechos humanos. Sin accesibilidad, una mujer con discapacidad puede 

quedar fuera de la información, de los servicios, de la justicia, de la 
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protección y de las decisiones que afectan su vida. La accesibilidad permite 

que los entornos, servicios, comunicaciones y procedimientos sean 

utilizables por todas las personas en igualdad de condiciones. De ahí que 

su incorporación en una ley de acceso de las mujeres a una vida libre de 

violencia no solo sea pertinente, sino indispensable. 

Asimismo, los ajustes razonables constituyen una herramienta específica 

para garantizar igualdad en casos concretos. Mientras la accesibilidad 

busca eliminar barreras de manera general, los ajustes razonables permiten 

adaptar un procedimiento, una atención, una comunicación o un servicio a 

las necesidades particulares de una persona. En el contexto de violencia 

contra las mujeres, esto puede significar que una mujer sorda cuente con 

apoyo para comunicarse; que una mujer con discapacidad visual reciba 

información en un formato comprensible; que una mujer con discapacidad 

intelectual sea atendida con lenguaje claro; o que una mujer con 

discapacidad motriz pueda acceder al espacio físico donde se le brinda 

protección. La ley no puede seguir suponiendo que todas las mujeres llegan 

ante la autoridad en las mismas condiciones. 

La comunicación accesible también es esencial. La violencia no solo se 

combate con instituciones, sino con información clara, comprensible y útil. 

Una mujer que no entiende sus derechos no puede ejercerlos plenamente. 

Una mujer que no comprende el alcance de una orden de protección no 

puede hacerla valer. Una mujer que no puede expresar adecuadamente lo 

que le ocurrió corre el riesgo de ser mal atendida, mal interpretada o 

revictimizada. Por eso, la comunicación accesible debe entenderse como 

una garantía para recibir, comprender y expresar información mediante 

lenguaje sencillo, braille, lengua de señas, formatos digitales accesibles u 

otros medios adecuados. 

En el sistema interamericano, la Convención de Belém do Pará impone al 

Estado el deber de actuar con debida diligencia para prevenir, sancionar y 

erradicar la violencia contra las mujeres. Esta obligación no se satisface con 

la existencia formal de instituciones, sino con su capacidad real para 

responder eficazmente ante los casos concretos. Si una mujer con 

discapacidad acude a denunciar y la autoridad no cuenta con mecanismos 

de comunicación accesible, no adapta su atención, no comprende sus 
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necesidades o no elimina las barreras que impiden su acceso a la justicia, 

el Estado incumple su deber de protección. La debida diligencia exige actuar 

de manera oportuna, eficaz y adecuada a la situación particular de la 

víctima. 

Por su parte, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer obliga a los Estados a adoptar medidas para 

eliminar la discriminación contra las mujeres en todas sus formas. Esta 

obligación debe interpretarse de manera reforzada cuando se trata de 

mujeres que enfrentan condiciones adicionales de desigualdad, como 

ocurre con las mujeres con discapacidad. La discriminación no siempre se 

expresa mediante una negativa abierta; también puede presentarse cuando 

una autoridad brinda un servicio aparentemente igual para todas, pero que 

en realidad no puede ser utilizado por quienes requieren medidas de 

accesibilidad o apoyos específicos. 

En el ámbito nacional, el artículo 1o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos establece que todas las personas gozarán de 

los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. Además, ordena 

que las normas relativas a derechos humanos se interpreten favoreciendo 

en todo tiempo a las personas la protección más amplia y obliga a todas las 

autoridades, en el ámbito de sus competencias, a promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos bajo los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. El mismo 

artículo prohíbe toda discriminación motivada, entre otras causas, por las 

discapacidades.  

Esta base constitucional es determinante. No estamos frente a una reforma 

decorativa ni ante una simple mejora de redacción. Estamos frente a una 

obligación del Estado mexicano que debe permear en las leyes locales. Si 

todas las autoridades deben garantizar derechos humanos, entonces las 

autoridades estatales y municipales encargadas de prevenir, atender, 

sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres también deben hacerlo 

bajo condiciones de accesibilidad. Una atención inaccesible no es una 

atención completa; una orden de protección incomprensible no es una 
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protección suficiente; un procedimiento sin ajustes razonables no garantiza 

igualdad. 

La Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad también 

ofrece una base directa para esta iniciativa. Dicho ordenamiento establece 

que el Estado debe promover, proteger y asegurar el pleno ejercicio de los 

derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con 

discapacidad, garantizando su plena inclusión a la sociedad en un marco de 

respeto, igualdad y equiparación de oportunidades. Además, define la 

accesibilidad como las medidas pertinentes para asegurar el acceso de las 

personas con discapacidad, en igualdad de condiciones, al entorno físico, 

transporte, información, comunicaciones, tecnologías y servicios abiertos al 

público o de uso público.  

La misma Ley General define los ajustes razonables como modificaciones y 

adaptaciones necesarias y adecuadas para garantizar a las personas con 

discapacidad el goce o ejercicio de sus derechos humanos en igualdad de 

condiciones. También reconoce la comunicación en un sentido amplio, 

incluyendo el lenguaje escrito, oral, la lengua de señas mexicana, el sistema 

Braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de 

fácil acceso, el lenguaje sencillo y otros medios, sistemas y formatos 

aumentativos o alternativos de comunicación.  

De esta forma, los conceptos que se proponen incorporar a la Ley local no 

son ajenos al sistema jurídico mexicano. Ya existen en la legislación general; 

lo que hace falta es trasladarlos al ámbito específico de la atención y 

protección de mujeres víctimas de violencia. La Ley General para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad establece el marco general; sin 

embargo, la ley especial en materia de violencia contra las mujeres debe 

recoger esos conceptos para hacerlos operativos dentro de sus propios 

mecanismos. Esa es precisamente la finalidad de la presente iniciativa. 

A su vez, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencias ha evolucionado hacia un enfoque más amplio, reforzado e 

interseccional. Su artículo 1 establece la coordinación entre Federación, 

entidades federativas, demarcaciones territoriales y municipios para 

prevenir, atender, sancionar y erradicar las violencias contra las mujeres, 

adolescentes y niñas, así como garantizar el goce y ejercicio de sus 



      Dip. Cristina Contreras 
derechos humanos. Además, en sus principios rectores contempla la 

igualdad sustantiva, la dignidad de las mujeres, la no discriminación, la 

debida diligencia, la interseccionalidad, la interculturalidad y el enfoque 

diferencial.  

Este último punto es especialmente relevante. El enfoque diferencial permite 

visibilizar que no todas las mujeres enfrentan las violencias en las mismas 

condiciones. La edad, el origen étnico, la discapacidad, la condición social, 

la ubicación geográfica, la lengua, la dependencia económica, la situación 

familiar o la condición de movilidad pueden modificar de manera profunda la 

forma en que una mujer vive la violencia y accede o no accede a la 

protección del Estado. Por ello, una ley local que busca garantizar una vida 

libre de violencia debe contar con herramientas que reconozcan esas 

diferencias y respondan a ellas. 

La propia Ley General de Acceso reconoce dentro de los derechos humanos 

de las mujeres los instrumentos internacionales en la materia, incluyendo la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.  Esto 

confirma que la agenda de violencia contra las mujeres no puede separarse 

de la agenda de discapacidad. Ambas deben dialogar jurídicamente. Una 

mujer con discapacidad no debe ser atendida solo desde la perspectiva de 

género ni solo desde la perspectiva de discapacidad, sino desde un enfoque 

integral que reconozca la intersección de ambas realidades. 

En el ámbito nacional también resulta útil considerar el Informe Especial de 

la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre el Derecho a la 

Accesibilidad de las Personas con Discapacidad. Este documento sostiene 

que la accesibilidad debe entenderse como un derecho humano y como un 

principio que permite el ejercicio de otros derechos. De igual forma, advierte 

que la falta de accesibilidad puede traducirse en discriminación, porque 

impide que las personas con discapacidad participen y ejerzan derechos en 

igualdad de condiciones.  

Dicho informe identifica también que la accesibilidad no se agota en el 

entorno físico, sino que comprende ámbitos como la información y las 

comunicaciones. En ese apartado, la CNDH refiere formas de comunicación 

como lengua de señas, lectura fácil, pictogramas, lenguaje sencillo, sistema 

Braille, comunicación táctil, macrotipos y otros formatos aumentativos o 
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alternativos.  Esta referencia es importante porque confirma que la 

accesibilidad comunicacional no es un concepto abstracto, sino un conjunto 

de herramientas concretas que permiten a las personas recibir, comprender 

y expresar información. 

En Baja California Sur, la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia ya contiene una estructura relevante. Reconoce principios 

rectores, define tipos y modalidades de violencia, contempla modelos de 

atención, regula órdenes de protección y establece obligaciones para 

autoridades estatales y municipales. Sin embargo, al revisar su contenido 

se advierte que, si bien contempla la discapacidad en algunos momentos 

como condición que debe tomarse en cuenta, no desarrolla de manera 

expresa los conceptos de accesibilidad, ajustes razonables y comunicación 

accesible dentro de sus principios, definiciones, servicios de atención y 

órdenes de protección.  

Ese es el vacío que esta iniciativa busca atender. No se propone duplicar 

normas, no se pretende saturar la ley con conceptos innecesarios, ni se 

busca generar una carga automática e inmediata que comprometa 

irresponsablemente el presupuesto público. Lo que se plantea es una 

armonización puntual, ordenada y progresiva, para que la ley estatal 

reconozca y haga operativos elementos que ya forman parte del derecho 

mexicano y que son indispensables para garantizar la protección efectiva de 

mujeres con discapacidad. 

Por ello, se propone reformar el artículo 2 para incorporar como principio 

rector la accesibilidad, los ajustes razonables y la comunicación accesible. 

Esto permitirá que tales elementos orienten la elaboración y ejecución de 

políticas públicas en materia de prevención, atención, sanción y erradicación 

de la violencia contra las mujeres. La incorporación en el artículo 2 es 

importante porque coloca estos conceptos en el nivel de principios rectores, 

es decir, como criterios que deben guiar la actuación de las autoridades. 

Asimismo, se propone adicionar al artículo 3 las definiciones de 

accesibilidad, ajustes razonables y comunicación accesible. Esta adición es 

necesaria para evitar ambigüedades interpretativas. La técnica legislativa 

exige que los conceptos que se incorporan como principios u obligaciones 

tengan una definición clara dentro de la propia ley. Así, la accesibilidad se 
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entenderá como las medidas pertinentes para asegurar el acceso de las 

mujeres con discapacidad al entorno físico, la información, las 

comunicaciones, tecnologías, servicios e instalaciones. Los ajustes 

razonables se entenderán como modificaciones y adaptaciones necesarias 

para garantizar el ejercicio de derechos en igualdad de condiciones. La 

comunicación accesible comprenderá los medios y formatos que permiten 

recibir, comprender y expresar información, incluyendo lenguaje sencillo, 

braille, lengua de señas, formatos digitales accesibles y otros medios 

adecuados. 

También se propone adicionar una fracción VII al artículo 5 Bis, relativo a 

los modelos de atención, prevención y sanción en materia de violencia 

familiar, para establecer que los servicios de atención, asesoría jurídica, 

psicológica y de protección deberán brindarse en condiciones de 

accesibilidad, incorporando ajustes razonables, comunicación accesible y 

los apoyos necesarios para mujeres con discapacidad. Esta modificación es 

fundamental porque coloca la accesibilidad donde realmente se necesita: en 

la atención directa a las víctimas. No basta con reconocer el principio; debe 

reflejarse en el servicio concreto. 

De igual forma, se propone adicionar un párrafo al artículo 17 para 

establecer que las autoridades deberán garantizar que las órdenes de 

protección se otorguen en condiciones de accesibilidad, incorporando 

ajustes razonables, comunicación accesible y apoyos necesarios para 

mujeres con discapacidad. Esta adición tiene una gran relevancia práctica, 

porque las órdenes de protección son actos de urgente aplicación. Una 

orden de protección debe ser oportuna, clara, entendible y ejecutable. Si una 

mujer no puede comprender su contenido, no puede comunicarse con la 

autoridad o no recibe apoyos adecuados, la protección pierde eficacia. 

Finalmente, se propone reformar la fracción V al artículo 18 Bis para 

incorporar el principio de accesibilidad en el dictado e implementación de las 

órdenes de protección. El propio artículo 18 Bis ya regula principios como 

protección, necesidad, proporcionalidad, confidencialidad, oportunidad, 

eficacia, accesibilidad en sentido procedimental, integralidad y principio pro 

persona. La adición propuesta complementa esta lógica al establecer de 

manera expresa que las órdenes de protección deberán dictarse e 
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implementarse garantizando condiciones de accesibilidad para mujeres con 

discapacidad. 

Esta reforma tiene además un valor político profundo. Porque hablar de una 

vida libre de violencia no puede limitarse a los discursos generales. La 

igualdad se prueba en los detalles concretos: en si una mujer puede 

denunciar; en si puede entender lo que firma; en si puede comunicarse con 

quien la atiende; en si puede acceder al edificio público; en si la autoridad 

adapta su procedimiento; en si la protección llega de manera efectiva. Las 

barreras también violentan. La indiferencia institucional también excluye. Y 

cuando una mujer con discapacidad enfrenta violencia, el Estado tiene el 

deber reforzado de no convertirse en una barrera más. 

Baja California Sur no puede conformarse con una legislación que 

reconozca derechos de manera general, pero que no asegure los medios 

para ejercerlos. Una mujer con discapacidad que vive violencia no debe 

enfrentar un segundo muro al acudir ante la autoridad. No debe encontrarse 

con un procedimiento inaccesible, con información incomprensible, con 

formatos que no puede utilizar, con espacios que no puede ingresar o con 

personal que no cuenta con herramientas mínimas de comunicación. La 

respuesta institucional debe estar a la altura de la dignidad de las mujeres. 

La presente iniciativa no inventa derechos ni introduce conceptos aislados. 

Armoniza la ley local con la Constitución, los tratados internacionales, la Ley 

General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad y la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencias. Además, 

atiende el llamado técnico de organismos nacionales de derechos humanos 

respecto a la necesidad de avanzar en accesibilidad como condición para el 

ejercicio efectivo de derechos. Su objetivo es claro: que la protección legal 

no sea solo formal, sino real. 

Por ello, se considera pertinente y necesario reformar la Ley de Acceso de 

las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja California 

Sur, a fin de incorporar accesibilidad, ajustes razonables y comunicación 

accesible como principios, definiciones y obligaciones aplicables en 

servicios de atención y órdenes de protección. Con ello se fortalece la ley 

estatal, se amplía su capacidad protectora y se avanza hacia una justicia 

más humana, más incluyente y más efectiva. 
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Esta reforma representa un paso firme para que ninguna mujer quede fuera 

de la protección del Estado por enfrentar barreras de comunicación, 

movilidad, comprensión o acceso. Porque una vida libre de violencia 

también significa una vida libre de barreras. Porque la justicia que no se 

entiende, no protege. Porque la información que no llega, no empodera. 

Porque la autoridad que no adapta su atención, excluye. Y porque el 

derecho de las mujeres con discapacidad a vivir libres de violencia no puede 

seguir dependiendo de la buena voluntad institucional, sino que debe estar 

expresamente garantizado en la ley. 

 Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta     

Honorable Asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto: 

PROYECTO DE DECRETO 

EL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR 

DECRETA: 

SE ADICIONA UNA FRACCIÓN VIII AL ARTÍCULO 2, SE ADICIONAN 

LAS FRACCIONES XXII, XXIII Y XXIV AL ARTÍCULO 3; SE ADICIONA 

UNA FRACCIÓN VII AL ARTÍCULO 5 BIS; SE ADICIONA ÚLTIMO 

PÁRRAFO AL ARTÍCULO 17; Y SE REFORMA LA FRACCIÓN V AL 

ARTÍCULO 18 BIS, DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA 

VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR. 

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona una fracción VIII al artículo 2, se adicionan 

las fracciones XXII, XXIII Y XXIV al artículo 3; se adiciona una fracción VII 

al artículo 5 bis; se adiciona último párrafo al artículo 17; y se reforma la 

fracción V al artículo 18 bis, de la Ley de Acceso de Las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja California Sur. para quedar 

como sigue: 

ARTÍCULO 2.- ... 

I. a VII. ... 
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VIII. La accesibilidad, los ajustes razonables y la comunicación accesible, 

a fin de garantizar el acceso efectivo de las mujeres con discapacidad a los 

derechos, servicios y mecanismos previstos en la presente Ley. 

ARTÍCULO 3.- ... 

I. a XXI. ... 

XXII. Accesibilidad: Las medidas pertinentes para asegurar el acceso de 

las mujeres con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, 

al entorno físico, la información, las comunicaciones, incluidos los sistemas 

y tecnologías de la información, así como a los servicios e instalaciones 

abiertos al público o de uso público; 

XXIII. Ajustes razonables: Las modificaciones y adaptaciones necesarias 

y adecuadas para garantizar a las mujeres con discapacidad el ejercicio de 

sus derechos en igualdad de condiciones; 

XXIV. Comunicación accesible: Los medios, formatos y formas de 

interacción que permiten a las mujeres con discapacidad recibir, 

comprender y expresar información, incluyendo lenguaje sencillo, braille, 

lengua de señas, formatos digitales accesibles y cualquier otro medio 

adecuado. 

ARTÍCULO 5 Bis.- ... 

I. a VI. ... 

VII. Garantizar que los servicios de atención, asesoría jurídica, psicológica 

y de protección se brinden en condiciones de accesibilidad, incorporando 

ajustes razonables, comunicación accesible y, en su caso, los apoyos 

necesarios para mujeres con discapacidad, a fin de asegurar su acceso 

efectivo a los servicios. 

ARTÍCULO 17.- … 

Segundo párrafo ….. 
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Las autoridades deberán garantizar que las órdenes de protección se 

otorguen en condiciones de accesibilidad, incorporando los ajustes 

razonables, la comunicación accesible y los apoyos necesarios para 

mujeres con discapacidad. 

    ARTÍCULO 18 Bis.- … 

 
I. a IV …. 

 
V. Principio de accesibilidad: Se deberá articular un procedimiento 
sencillo que facilite a las víctimas obtener la protección inmediata que 
requiere su situación, garantizando condiciones de accesibilidad, ajustes 
razonables, comunicación accesible y los apoyos necesarios para mujeres 
con discapacidad; 
 
VI.  a VII. …  

TRANSITORIOS 

PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Baja California 

Sur. 

SEGUNDO. - La implementación de las acciones derivadas del presente 

Decreto se realizará de manera progresiva y conforme a la disponibilidad 

presupuestaria. 

TERCERO. - Las autoridades competentes deberán adecuar, en un plazo 

no mayor a ciento ochenta días naturales, sus protocolos, lineamientos y 

procedimientos internos para garantizar la accesibilidad, los ajustes 

razonables y la comunicación accesible en la atención de mujeres con 

discapacidad. 

Dado en la Sala de Sesiones “General José María Morelos y Pavón” del 

Congreso del Estado de Baja California Sur, a 07 días del mes de Mayo 

del 2026 

ATENTAMENTE 

DIP. MARÍA CRISTINA CONTRERAS REBOLLO 



      Dip. Cristina Contreras 
INTEGRANTE DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA DEL PARTIDO 

MORENA. 

 

 


